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La corrupción en el
próximo gobierno

Ministro Valakivi debe renunciar

Revolución social

E l ministro de Defensa, 
Jakke Valakivi, debe 
renunciar. Ha fallado 
clamorosamente al di-
rigir la acción guberna-

mental de defensa. En lugar de eso, ha 
decidido denunciar a los periodistas 
que han revelado la defi ciencia de su 
trabajo. 

Rosana Cueva y Karina Novoa, del 
programa “Panorama” de Panameri-
cana Televisión, publicaron un repor-
taje sobre el manejo de los fondos de 
inteligencia en el Vraem. Publicaron 
información que pone en evidencia 
que se usaron fondos de inteligencia para apro-
vechamiento ilícito. 

El informe fue cuidadoso y profesional. Lo 
fue al punto que el presidente del Consejo de 
Ministros, Pedro Cateriano, solicitó a contra-
loría mayor información sobre la denuncia. La 
respuesta de Valakivi fue, más bien, denunciar 
a los periodistas. 

El ministro de Defensa sostiene que ha hecho 
la denuncia penal por “revelación de secretos 
nacionales”. Él dice que se ha cometido un de-
lito y que “no acortamos la libertad de prensa 
cuando cumplimos la ley”. 

El artículo 330 del Código Penal no penaliza 
a quien revela documentos que tengan un sello 
de “secreto”. Establece sanción para el que reve-
la “secretos que el interés de la República exige 
guardarlos”. “Panorama” muestra que hay un 

E l argumento usual para una 
revolución social se basa en 
un análisis blanco y negro. 
Cuando nos convencemos de 
que los males de una sociedad 

tienen una explicación claramente defi ni-
da, se justifi ca más fácilmente un proyecto 
enérgico para extirpar ese mal, incluyendo 
la posibilidad de quebrar normas de la bue-
na economía o de la democracia. La excesiva 
simplifi cación propia del pensamiento blan-
co y negro llevó al Perú a pensar que la pobre-
za desaparecería si eliminaba las haciendas, 
llevó al Brasil a una multiplicación masiva de 
los programas sociales y acaba de llevar al 
Reino Unido a salir de la Unión Europea para 
cerrar la puerta a los inmigrantes.  

Las propuestas políticas dirigidas a redu-
cir la desigualdad parten hoy de un diagnós-
tico basado en el índice Gini, una estadística 
que pretende resumir la desigualdad. Así 
como el PBI mide la producción de un país, 
el Gini también permite la comparación con 
otros países y la fi jación de una meta cuanti-
tativa de reducción de la desigualdad. Pero 
mientras el PBI es presentado como una su-
ma de las producciones de distintas activida-
des, facilitando la formulación de políticas 
de promoción productiva a medida para ca-
da sector, la evaluación comparativa del cos-
to-benefi cio de esas políticas y la medición de 
los resultados de las intervenciones en cada 
caso; no ocurre lo mismo con el índice Gini.

Este, por contraste, es presentado como un 
resultado matemático cuya derivación es poco 
intuitiva, lo que no impide su uso como bande-
ra política, pero sí limita su utilidad práctica 
para el diseño de estrategias de reducción de 
la desigualdad. Como la composición sectorial 
del PBI, el Gini es también un resultado de di-

versos procesos 
que crean dife-
rentes formas 
de desigualdad, 
y que deben co-
nocerse indi-
vidualmente 
para servir de 
base para una 
estrategia igua-
litaria. Esta rea-

lidad compleja ha sido con frecuencia ignora-
da en el pasado, cuando se ha presentado una 
que otra reforma social sin tener en cuenta 
que el esfuerzo atacaba solo una parte del pro-
blema mayor de la desigualdad, como fue la 
reforma agraria en un momento, y como son 
los reajustes de salarios y las ocasionales mo-
difi caciones en los servicios sociales. 

Celebro entonces que el presidente electo 
en su breve discurso durante la ceremonia 
de entrega de credenciales haya formulado 
una “revolución social” no como una simple 
bandera general, sino como un conjunto de 
objetivos y políticas, mencionando en parti-
cular la desigualdad entre regiones, la des-
igualdad en la calidad de la educación y en 
los servicios sociales. Una presentación más 
completa incluirá sin duda otros elementos 
del bienestar cuya distribución se caracteri-
za también por una fuerte desigualdad, tales 
como la seguridad ciudadana, la justicia, el 
trato de las etnias y la igualdad de género, ca-
da uno de los cuales es un valor en sí mismo, 
pero que a su vez afecta a los otros. 

La fi jación de metas y la fi scalización de 
resultados para un conjunto tan diverso de 
valores monetarios y no monetarios no se 
prestarán a un fácil resumen estadístico, 
pero el éxito de una revolución social de-
penderá no solo de los avances numéricos 
en cuanto a los distintos valores de la vida 
social, sino también de lograr un avance ba-
lanceado entre ellos. 

E l próximo 28 de julio, 
Pedro Pablo Kuczyns-
ki vuelve a la adminis-
tración pública por 
quinta vez en su vida. 

Esta vez como presidente de la Repú-
blica. Dada su vasta experiencia –en 
el BCR, dos ministerios y la PCM– 
debe tener muy claro cuáles son los 
problemas de la administración es-
tatal. Como político, seguramente 
sabe también que para la ciudadanía 
el principal problema del Estado pe-
ruano es la corrupción. Así se registra 
en la Encuesta Anticorrupción que 
llevan a cabo Proética e Ipsos desde 
hace más de una década. Y, lo que es más grave, 
según la última encuesta, 78% piensa que la co-
rrupción se ha agravado en los últimos 5 años. 

La corrupción tiene múltiples caras y afecta 
al Estado en todos sus niveles. Para la opinión 
pública, la mayor corrupción se da en el Poder 
Judicial, el Congreso y la Policía Nacional, pre-
cisamente las entidades encargadas de comba-
tirla. La mayoría cree que la corrupción no se 
sanciona porque se producen acuerdos entre 
los corruptos y quienes deberían sancionarlos. 
Algo está cambiando en el país cuando el po-
deroso ex gobernador y ex alcalde del Callao 
Álex Kouri es condenado a 5 años de 
prisión efectiva por corrupción, pe-
ro sin duda hay mucho por hacer.

Este rechazo a la corrupción 
lleva a que denuncias con indi-
cios graves puedan ser demole-
doras para la credibilidad de un 
político, incluso antes de ser 
comprobadas. Los casos de 
López Meneses, Belaunde 
Lossio y las agendas de Nadi-
ne en este gobierno son algunos 
ejemplos del impacto letal que puede tener la 
sospecha de corrupción en el apoyo popular 
a un gobierno. 

Dada su trayectoria y el perfi l de las perso-
nalidades que se vocean para su Gabinete –em-
pezando por Fernando Zavala– es altamente 
improbable que surjan casos de corrupción en 
el Poder Ejecutivo, pero sí podría haber acusa-
ciones de lobby. Y la ciudadanía no distingue 
con claridad entre una legítima defensa de in-
tereses y las gestiones para obtener privilegios 
indebidos. El hecho de que la mayoría de sus 
futuros ministros provengan del sector privado 
obliga al nuevo gobierno a ser especialmente 
cuidadoso en este aspecto. En política no basta 
ser honesto, también hay que parecerlo. 

La gran corrupción suele presentarse en 
compras de armamento y obras públicas, pero 
la corrupción más irritante para la ciudada-
nía es la corrupción menuda que se presenta 

fraudulento manejo de fondos de in-
teligencia. 

La información periodística no re-
vela estrategias, lugares de próxima 
intervención militar o nombres de 
infi ltrados en las fuerzas subversivas. 
El documento mostrado de “secreto” 
solo tiene el sello. 

La revelación se refi ere al informe 
de rendición de gastos de setiembre 
del 2015. Se sustenta en el documen-
to. Valakivi se aferra a este detalle pa-
ra insistir en su acusación penal: mos-
traron, dice, un documento secreto. 

El señor Valakivi está equivocado. 
Secreto no es impunidad para el delito. Lo que 
revela el informe periodístico es que se usó el 
nombre de personas que no recibieron pagos 
como informantes. También revela gastos en res-
taurantes y restobares a donde supuestamente 
se llevó a decenas de informantes el mismo día. 

El reportaje de “Panorama” pone en eviden-
cia que se fi nge dar cuenta de supuestas rondas 
que, al parecer, no se efectuaron. Se hizo uso 
del “copy and paste” en textos que se refi eren al 
día 5, 6, etc. Como si todos los días se hubieran 
realizado rondas con las mismas características 
en lugares distintos. 

En el informe se entrevista al general del 
Ejército César Astudillo, entonces jefe del Co-
mando Especial Vraem. Él fi rmó esa rendición 
de gastos. Lo hizo con ceguera y negligencia. 

Ante las objeciones de Karina Novoa, siem-

cuando tiene que interactuar con 
entidades como las municipalida-
des, la Policía Nacional y cualquier 
entidad con el poder de dar una 
autorización. Esta corrupción to-
ma a veces la forma de chantaje, 
donde para que el trámite “avan-
ce” se requiere un “estímulo” al 
funcionario. 

Uno de los grandes incentivos 
a la corrupción es la sobrerregula-
ción. Lamentablemente, mucha 
gente cree que a mayor riesgo de 
corrupción mayor necesidad de 
más controles, cuando la experien-
cia ha demostrado reiteradamente 

que es exactamente al revés. El exceso de leyes 
y reglamentaciones dificulta la vida al buen 
ciudadano y frena la inversión. Ante este tupi-
do entramado normativo, algunos optan por 
resolver su problema vía la corrupción y otros 
caen simplemente en la informalidad. 

“Dada su trayectoria y el perfi l 
de las personalidades que 

se vocean para su Gabinete 
–empezando por Fernando 

Zavala– es altamente 
improbable que surjan casos 

de corrupción en el Poder 
Ejecutivo, pero sí podría haber 

acusaciones de lobby”.

“La excesiva 
simplifi cación llevó 

al Perú a pensar 
que la pobreza 
desaparecería 
si eliminaba las 

haciendas”.

Judicial, el Congreso y la Policía Nacional, pre-
cisamente las entidades encargadas de comba-
tirla. La mayoría cree que la corrupción no se 
sanciona porque se producen acuerdos entre 
los corruptos y quienes deberían sancionarlos. 
Algo está cambiando en el país cuando el po-
deroso ex gobernador y ex alcalde del Callao 
Álex Kouri es condenado a 5 años de 
prisión efectiva por corrupción, pe-
ro sin duda hay mucho por hacer.

Este rechazo a la corrupción 
lleva a que denuncias con indi-
cios graves puedan ser demole-
doras para la credibilidad de un 

ne en este gobierno son algunos 
ejemplos del impacto letal que puede tener la 
sospecha de corrupción en el apoyo popular 

Dada su trayectoria y el perfi l de las perso-
nalidades que se vocean para su Gabinete –em-
pezando por Fernando Zavala– es altamente 
improbable que surjan casos de corrupción en 
el Poder Ejecutivo, pero sí podría haber acusa-
ciones de lobby. Y la ciudadanía no distingue 
con claridad entre una legítima defensa de in-
tereses y las gestiones para obtener privilegios 
indebidos. El hecho de que la mayoría de sus 
futuros ministros provengan del sector privado 
obliga al nuevo gobierno a ser especialmente 
cuidadoso en este aspecto. En política no basta 
ser honesto, también hay que parecerlo. 

La gran corrupción suele presentarse en 
compras de armamento y obras públicas, pero 
la corrupción más irritante para la ciudada-
nía es la corrupción menuda que se presenta 

pre contestó “habrá que investigar”, como si 
su autoridad militar no lo hubiera obligado 
en su momento a ver si los gastos se soste-
nían, aunque fuera por sentido común. 

El general Astudillo está ahora a cargo de 
la Inspectoría General del Ejército. O sea, 
ahora tendría que investigarse a sí mismo. 
Y ahora, además, aplicará su gran celo y tre-
menda perspicacia a investigar todos los ma-
los manejos en el Ejército del Perú. 

El ministro de Defensa es el responsable 
político. No puede esconderse tras una de-
nuncia contra periodistas que han hecho 
bien su trabajo. Más bien debería tomar en 
cuenta esa información para purgar los man-
dos que lucraron con el “secreto militar” y lo 
usaron para benefi cio personal. 

Cada minuto que pasa, el ministro de De-
fensa reafi rma su responsabilidad. En este 
caso hubo fraude y negligencia. El minis-
tro, los denuncia y sanciona ¿o los apaña y 
protege? 

Usar fondos de inteligencia (¡en el 
Vraem!) para el fraude no es un “secreto que 
el interés de la República exija guardar”. Es 
un secreto que los delincuentes quisieran 
guardar. 

Felizmente para el país hay periodistas, 
como Rosana Cueva y su equipo, que no de-
jan pasar a los delincuentes. Y lo hacen, ade-
más, estrictamente dentro de la ley. 

El ministro Valakivi quiere torcer esa ley. 
Más bien, debe renunciar. 
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El Perú adolece de “tramititis”. Algunos le 
dicen “tramitología”, pero etimológicamen-
te es mejor llamarlo tramititis (infl amación 
de trámites) que tramitología (ciencia de 
los trámites). Este exceso suele presentarse 
porque los congresistas creen que su tarea 
principal es crear leyes; los burócratas que 
así ejercen poder y los funcionarios venales 
que es la manera de “cobrar por el servicio de 
facilitar la gestión”, es decir, coimear. 

Dado el impacto negativo que tiene la 
sobrerregulación en la competitividad de 

la economía y el bienestar ciudadano, es 
de esperarse que la simplificación 
administrativa y el gobierno elec-
trónico sean tareas prioritarias del 
nuevo gobierno. Es necesario que 
cada entidad lo aborde desde el pri-
mer momento para que tenga un 

impacto en el desarrollo de los si-
guientes años. 

Un error común es creer que la corrup-
ción es un problema que debe ser afrontado 
solo por la contraloría o el sistema judicial. 
De la misma manera que la medicina pre-
ventiva es más efi caz y económica que el tra-
tamiento de las enfermedades, las políticas 

preventivas que introduzcan transpa-
rencia y simplicidad en la administra-
ción pública pueden ser muy efi caces 

para reducir las oportunidades de 
corrupción cotidiana. 

Pero la tarea no es solo del 
Ejecutivo. El Legislativo tiene 
una gran responsabilidad y 

la prensa puede apoyar. 
Se trata de tomar con-
ciencia de que el me-
jor legislador no es el 

que más proyectos de ley pre-
senta. Un gran legislador pue-
de ser también quien se dedi-

ca a la derogación de leyes 
que frenan el desarrollo. La 

simplicidad es una tenden-
cia global. Ojalá nuestros futu-

ros congresistas se suban a ella. ILUSTRACIÓN: GIOVANNI TAZZA 


